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Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López



        Pereira, treinta de octubre de dos mil nueve


        Acta Nº 575
Resuelve enseguida la Sala la impugnación interpuesta por Luisa Fernanda Arenas Castañeda, contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito el 17 de septiembre pasado en la acción de tutela que promovió frente a la Universidad Tecnológica de Pereira.
ANTECEDENTES

Según puede verse, la demandante se duele del proceso disciplinario que con motivo de los actos sucedidos en la Universidad Tecnológica de Pereira en el mes de octubre de 2008 se inició en su contra y que terminó con la resolución 1679 de 2009 mediante la cual se le suspendió el derecho a optar al titulo por el término de un año. Estima que en el citado trámite se le vulneró el debido proceso porque el Rector Luís Enrique Arango determinó asumir la competencia preferente sobre un caso en el cual había previamente declarado que ella y otros dos estudiantes “están seriamente comprometidos en estos hechos” por lo que considera que se trata “de un juez parcializado que parte de la presunción de culpabilidad”; que no hubo división entre las funciones de investigación, acusación y juzgamiento; que no se respetó el principio de la doble instancia toda vez que en el reglamento estudiantil el recurso de apelación está contemplado exclusivamente para eventos en los que se sancione con la expulsión. Expone, además, que las pruebas que dan sustento a la resolución sancionatoria fueron fabricadas de manera arbitraria por la accionada y que no se valoraron las que le pudieron favorecer; que se vulneró el principio de legalidad puesto que el término por el cual se le impuso la sanción fue totalmente discrecional porque el reglamento estudiantil  “no le da los parámetros suficientes y delimitados a la administración respecto del alcance del tiempo en la sanción” (sic); que se le vulneró el mínimo vital toda vez que la misma “desencadena la imposibilidad de poder optar a un trabajo profesional digno que me permita solventar los gastos propios de mi vida de relación”, y por último, dice que el proceso se adelantó por un funcionario incompetente ya que si bien es cierto el  19 de diciembre de 2008 el rector resolvió un impedimento del Secretario General, derivado de la “queja disciplinaria formulada… ante la PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN… por parte del estudiante también investigado ALEJANDRO PARRA”, por lo que se designó como secretaria ad-hoc a la doctora Myriam Delgado Paz, ésta no solo adelantó la instrucción del proceso contra él sino con respecto a todos los implicados, lo que desconoce lo consagrado en el artículo 122 del reglamento estudiantil que dispone que “en caso de las conductas tipificadas en el artículo 118 que atenten contra la ley, los estatutos y reglamentos de la Universidad, que además requieran de asesoría jurídica en su investigación y juzgamiento, el Rector podrá asumir, de acuerdo a su criterio, el poder disciplinario preferente para instruir, a través de su Secretaría General, e imponer las sanciones respectivas”, por lo que considera que dicho funcionario solo debió haberse declarado impedido frente al estudiante que lo denunció. En ese sentido pidió que “se dé aplicación a la excepción de inconstitucionalidad del artículo 123 del Estatuto estudiantil (sic) por ser contrario a los principios de taxatividad de la pena y por ser contrario al derecho constitucional al Debido Proceso, en tanto consagra una sanción sin determinar los parámetros de la misma” y se ordene su reintegro inmediato “protegiendo su derecho a optar el titulo profesional”.
La demanda se admitió por auto de 7 de septiembre de 2009 en el que además se solicitaron de la accionada algunas pruebas que oportunamente allegó. 
En ejercicio del derecho de defensa el doctor Luis Enrique Arango Jiménez, Rector de la U.T.P., luego de pronunciarse frente a los hechos expuestos en la demanda y para lo que importa a este caso, explicó que lo acontecido en el claustro universitario fueron actos de violencia contra las instalaciones y el personal. En cuanto al impedimento promovido por el Secretario General dijo que como el expediente estaba acumulado y “su origen por los mismos hechos y en modalidad de coautoría de la tutelante con los demás estudiantes sancionados. No pareciera lógico ni jurídico que se rompiera la unidad procesal para atender lo que la tutelante ahora plantea como ‘irregular’”. Manifestó no desconocer el principio de legalidad porque la facultad sancionatoria sí se encuentra regulada por el artículo 48 del Estatuto General. Alegó que el mismo proceso ha sido respaldado en dos ocasiones en sede constitucional, la que no ha dado crédito a los ataques de la parte actora. En consecuencia, considera no haber vulnerado derecho fundamental alguno de los enlistados en el libelo, y manifestó oponerse “a todas las peticiones formuladas y en especial a la petición de ordenar reintegro de su condición de estudiante regular pues dicho derecho no lo ha perdido [la demandante] pues en la actualidad tiene el carácter de estudiante en trabajo de grado, con matrícula vigente y la plenitud de sus derechos como tal”. 
El a quo mediante sentencia de la fecha anotada luego de considerar que aunque por las mismas diligencias se habían instaurado ya dos acciones de tutela, en las que se expusieron similares hechos a los de ésta, estimó que las pretensiones eran diferentes y procedía decidir de fondo el asunto; encontró acreditada “no sólo la existencia del Reglamento Estudiantil como el Estatuto General, la competencia preferente del rector para iniciar el proceso disciplinario y el procedimiento aplicable, sin que se observe transgresión alguna de sus disposiciones, como tampoco de los derechos fundamentales invocados como vulnerados” y que a la demandante asistía otra vía de defensa judicial “como es acudir a la jurisdicción Contenciosa Administrativa”. Por tanto, decidió no tutelar los derechos fundamentales invocados.
Esta decisión fue impugnada en término por la interesada y con argumentos similares a los expuestos en su demanda. 
CONSIDERACIONES

El artículo 66 de la Constitución Política consagra la autonomía universitaria al disponer que “Las universidades podrán darse sus directivas y regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la ley. La ley establecerá un régimen especial para las universidades del Estado (….)”.  Se ha definido por la jurisprudencia constitucional como la capacidad de autorregulación filosófica y de autodeterminación administrativa de la persona jurídica que presta el servicio público de educación superior
.  Independencia que cobija sus actuaciones siempre que se respeten los valores, principios y derechos que integran el ordenamiento jurídico
, por lo que es viable en esta sede la fiscalización de sus actuaciones en cuanto pudieran contrariar alguno de los preceptos mencionados. 

Según puede verse en el expediente varios de los argumentos que por la parte actora se trajeron a este trámite, le habían sido ya despachados de manera desfavorable, como bien lo dijo la parte accionada. En la acción de tutela que en primera instancia conoció el Juzgado Sexto Penal del Circuito y en segunda la Sala Penal de este Tribunal se consideró que con la resolución 5078 mediante la cual el rector asumió la competencia preferente para conocer de la investigación disciplinaria que en contra de quien impugna y otros estudiantes habría de adelantarse por los referidos hechos no se vulneró o desconoció el debido proceso de la señora Arenas Castañeda. A igual conclusión se llegó en el fallo dictado por el Juzgado Cuarto Administrativo y revisado por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, además, se dijo que la “investigación y posterior imputación de pliego de cargos, ha sido realizada por el funcionario competente y que existen motivos fundados en hechos que son sancionados por dicho Reglamento Estudiantil”; que los elementos con que se contaba en el dossier eran suficientes para iniciar la investigación disciplinaria en contra de la actora ya que daban cuenta de los disturbios presentados; que en cuanto a la investigación e imputación del pliego de cargos “se encuentra que estas han sido acordes con el reglamento estudiantil, pues a la estudiante se le han brindado todas las garantías procesales que le han permitido conocer la actuación adelantada en su contra, exponer argumentos para su defensa, solicitar pruebas en su favor, interponer recursos y por lo tanto, lo actuado se encuentra enmarcado dentro del derecho constitucional al debido proceso”, argumento sobre el que en esa primera instancia, incluso, se puso como ejemplo el hecho de que se había aceptado el impedimento del Secretario Académico de la Universidad para intervenir en el proceso, y que tampoco se observó prejuzgamiento por parte del rector puesto que todas sus actuaciones se atuvieron a las funciones que como representante legal de la entidad educativa tiene.
De lo dicho se concluye que esta jurisdicción ha establecido que dentro del proceso disciplinario que se siguió en contra de la señora Arenas Castañeda por los disturbios que tuvieron lugar en su alma máter, se observaron sus derechos y garantías fundamentales, por lo menos en cuanto a que la averiguación de carácter disciplinario se inició de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 112 del Reglamento Estudiantil y se desarrolló según los artículos 135 a 138 ibídem. Entonces, independientemente de los argumentos analizados que avalaron gran parte del trámite y, no obstante la insistencia de la recurrente, para no invadir aspectos que ya fueron tratados y que tienen pleno respaldo constitucional, se emprenderá el análisis de los que no lo han sido.
En cuanto al debido proceso dentro de las diligencias sancionadoras universitarias la H. Corte Constitucional ha manifestado que: “la potestad sancionatoria de los centros educativos debe adecuarse, en forma inmediata, a lo dispuesto por los reglamentos internos, los cuales a su turno, han de reflejar los principios constitucionales y legales relativos al debido proceso[...] Para que el principio de legalidad cobre plena vigencia dentro del procedimiento sancionador, es absolutamente necesario que la falta disciplinaria se tipifique en la norma reglamentaria con anterioridad a los hechos materia de la investigación. No es necesario que en los reglamentos de las instituciones universitarias se establezca la exacta determinación de los supuestos de hecho que dan lugar a una determinada sanción disciplinaria. En este tipo de reglamentos, la tipificación de las faltas puede ser lo suficientemente flexible como para permitir a la autoridad competente disponer de un margen de apreciación discrecional al momento de determinar la falta disciplinaria concreta y su respectiva sanción, pero ese margen no puede llegar nunca hasta el punto de permitirle la creación de figuras sancionatorias no contempladas por la norma.” 

Y en ese sentido se tiene aclarado que para que el ejercicio de tal facultad se adecue a la Constitución Nacional, la institución educativa debe tener un reglamento aplicable a toda su comunidad y que garantice los derechos fundamentales; que describa el hecho o la conducta sancionable; que las sanciones no se apliquen de manera retroactiva; que el disciplinable cuente con garantías procesales adecuadas para su defensa con anterioridad a la imposición de la sanción; que ésta corresponda a la naturaleza de la falta, de manera tal que no se sancione disciplinariamente lo que no ha sido previsto como falta disciplinaria y que la misma sea proporcional a la gravedad de la falta. Ha dicho pues, la Corte encargada de la guarda de la Constitución que toda actuación disciplinaria que ha de surtirse en una Universidad debe satisfacer las siguientes etapas: i) comunicación formal de la apertura del proceso disciplinario a la persona a quien se imputan las conductas susceptibles de sanción; ii) formulación verbal o escrita de los cargos imputados; iii) traslado al imputado de todas y cada una de las pruebas que fundamentan los cargos formulados; iv) indicación del término con que cuenta el acusado para formular sus descargos, controvertir las pruebas allegadas en su contra y aportar las que considere pertinentes, v) pronunciamiento definitivo de las autoridades competentes mediante un acto motivado y congruente; vi) imposición de una sanción proporcional a los hechos que la motivaron y vii) posibilidad de que el disciplinado controvierta, mediante los recursos pertinentes, todas y cada una de las decisiones de las autoridades competentes. 
  Fases que de ser desconocidas harían procedente la intervención del juez de tutela. 
Así las cosas, para lo que procede analizar en este caso, debido a la competencia residual que tiene la Sala en este momento, por las razones que se expusieron, procede afirmar que la suspensión del derecho a optar al titulo por el término de un año fue una sanción impuesta a la parte actora mediante un auto motivado en el que no se aprecia una valoración antojadiza o caprichosa del material probatorio arrimado al expediente;
 que las faltas imputadas
 y la sanción impuesta estaban previamente contempladas en el Reglamento Estudiantil y ésta no excedió el término máximo de tres años permitido por el artículo 48 del Estatuto General de la Universidad
 pues de acuerdo a la gravedad de la conducta se decidió imponer uno menor. En cuanto al último de los argumentos a examinar, debe decirse que se reprocha el hecho de que contra la resolución 1679 de 2009 no procediera el recurso de apelación, entonces, debe observarse si con tal determinación se le desconoció a la impugnante el derecho a controvertir tal decisión. Argumento que dígase de una vez, debe despacharse de manera desfavorable a los intereses de la recurrente, como a continuación pasa a explicarse:

La Corte Constitucional tiene repetido en cuanto a la doble instancia, que si bien es cierto la intención de la Asamblea Nacional Constituyente fue elevarla a la categoría de derecho fundamental, la misma no debía revestir un carácter absoluto no susceptible de excepción. Máxime cuando en la Carta Política no se estableció como fundamental para llevar a cabo un juicio adecuado y con respeto del debido proceso, que también tiene aplicación en actuaciones como la que se revisa. No podía desconocerse, eso sí, “la posibilidad de impugnar las sentencias condenatorias” porque que una norma que lo impide es abiertamente inconstitucional. Entonces, la expresión impugnar consistía en oponerse a una decisión “con razones a lo resuelto en ella y en general interponer un recurso” e indicó que no se refería a una forma en particular como tampoco mencionaba recurso alguno.
 Asimismo, puede citarse un caso de similares connotaciones, analizado en la sentencia de tutela 263 de 2006
 en que también se alegó que a la disciplinada, en un proceso seguido por la Universidad de Los Andes, no se le permitió apelar una decisión que la sancionó, por lo que solo pudo interponer el recurso de reposición, en el cual se definió, entre otras cosas, que la actuación no había desconocido el núcleo fundamental del debido proceso, y en consecuencia como aquí procede, se concluyó retomando el análisis del Juez a-quo que: “no corresponde al juez de tutela entrar a determinar si el Reglamento General de Estudiantes… debe o no ser modificado, por cuanto corresponde a la comunidad de dicha institución educativa proceder a la modificación del mismo por las vías establecidas para ello”
Por todo lo expuesto y al no avistarse vulneración alguna por parte de la Universidad Tecnológica de Pereira, a los derechos constitucionales fundamentales de la señora Arenas Castañeda, debe respaldarse la sentencia adoptada en este asunto por el Juez de primera instancia. 

DECISIÓN

A mérito de lo expuesto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada el 17 de septiembre de 2009 por el Juzgado Quinto Civil del Circuito en esta acción de tutela promovida por Luisa Fernanda Arenas Castañeda.
Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y en firme la misma remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.




Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,
Fernán Camilo Valencia López
Claudia María Arcila Ríos




   (ausente con permiso)
Gonzalo Flórez Moreno

� Sentencia T-310 de 1999. M.P. Doctor. Alejandro Martínez Caballero


� Sentencia T-301 de 1996. M.P. Doctor:  Eduardo Cifuentes Muñoz


� St-301 de 1996 M.P. Doctor: Eduardo Cifuentes Muñoz


� T-263 de 2006 M.P. Doctor: Araújo Rentería


� Cfr., fs 825- 847, c.3.


� A la demandante se le atribuyó responsabilidad por haber infringido el artículo 118 del Reglamento Estudiantil que consagra las conductas que atentan contra la ley, los estatutos y reglamentos de la Universidad, y más exactamente sus numerales 1 “incumplir los reglamentos  y normas vigentes”; 3 “El irrespeto, (…) a los miembros de la comunidad universitaria. En general atentar contra los miembros de esta”; 5 “Impedir la libertad de cátedra o investigación mediante la coacción física o moral. Al igual que la interrupción o sabotaje de… “y demás servicios o actividades a que tienen derecho los miembros de la comunidad universitaria, sin perjuicio del derecho de movilización reconocido a la organización estudiantil”; 6 “Usan indebidamente con fines diferentes a los que han sido destinados, las instalaciones, documentos materiales y bienes muebles e inmuebles de la Universidad o donde ésta realice sus prácticas académicas”; 11 “La retención, intimidación y el chantaje a profesores y demás autoridades de la Universidad. Así mismo el impedir el libre transito de los miembros de la comunidad universitaria”.


� “Las sanciones aplicables a los estudiantes son de carácter académico, previstas en el artículo 43 del reglamento estudiantil, así como de carácter disciplinario. Modificado mediante Acuerdo No. 37 del 23 de noviembre de 2005. […] Las sanciones disciplinarias no podrán tener una vigencia superior a tres años”.


� Tesis expuesta en la sentencia C-280 de 1996.


� M.P. Doctor: Araujo Rentería.
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